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Tema:   
PRESCRIPCIÓN DE ACCIÓN DE LEVANTAMIENTO DE FUERO SINDICAL/ Término de dos mes empieza a contar desde el conocimiento objetivo de los hechos que dan lugar a la causal de alegada
“(…) si bien la entidad demandante tuvo el primer indicio del comportamiento del trabajador el 27 de mayo de 2015, con ocasión de la comunicación de su área financiera y lo expresado por la Coordinación de Cartera de la Universidad Autónoma de Manizales, no tuvo un conocimiento concreto y objetivo de la ocurrencia de los hechos hasta que culminó el proceso disciplinario de comprobación de la presunta falta (…)
(…) habida cuenta de que el trámite reglamentario previsto en el artículo 55 del Reglamento Interno de Trabajo de UNISARC finalizó el 3 de agosto de 2015 (…) con la conclusión de la efectiva ocurrencia de los hechos, y que la demanda de levantamiento de fuero se presentó el 7 de septiembre del mismo año, se concluye que la acción no prescribió.”
JUSTA CAUSA DEL DESPIDO/ Actos inmorales, desleales y de engaño 
“(…) para esta Sala resulta reprochable que el trabajador que fue beneficiado con la comisión de estudios para cursar una Maestría en la Universidad Autónoma de Manizales, con la cobertura por parte de su empleadora del valor de la matrícula, no hubiera comunicado a su benefactora la reducción en el valor de la misma, así como la repetición de un módulo que implicó un pago extra ajeno a la matrícula inicial, y los diferentes valores que se vio obligado a sumar a la deuda por su tardanza en el trabajo de grado, requisito para la obtención del título de Magister.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1
Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Acta No.____

(Marzo 1º de 2016)

En la fecha, los Magistrados que integran la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), proceden a decidir de plano, como lo prevé el artículo 117 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por la Ley 712 de 2001, el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la empresa demandante dentro del proceso especial de levantamiento de fuero sindical instaurado por la Corporación Universitaria Santa Rosa de Cabal “UNISARC” en contra del señor Wilmar Fernando Álzate Correa y el Sindicato Nacional de Trabajadores de las instituciones de Educación. Se deja constancia de que la sentencia se notificará por edicto, conforme lo dispone el literal d), numeral 3) del artículo 41 del C.P.T. y de la S.S.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:
S E N T E N C I A:


Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el primero (01) de febrero de dos mil dieciséis (2016), por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas (Risaralda), dentro del proceso especial de fuero sindical reseñado anteriormente, previas las siguientes consideraciones:
I. LA DEMANDA

En este resumen de hechos se prescinde de la mención de aspectos que quedaron por fuera de discusión en virtud de la forma en que fue fijado el litigio, de suerte que los antecedentes se presentan de la siguiente manera:
Haciendo uso de la acción especial de levantamiento de fuero sindical, la Corporación Universitaria Santa Rosa de Cabal “UNISARC” acude a la justicia laboral a efectos de que se levante el fuero sindical que cobija al señor Wilmar Fernando Álzate Correa, en su condición de miembro de la Junta Directiva del Sindicato Nacional de Trabajadores de las Instituciones de Educación y, en consecuencia, se le conceda permiso para despedirlo. 
Para fundar dichas pretensiones informa el togado de la entidad demandante que el señor Wilmar Fernando Álzate Correa se encuentra vinculado a la UNISARC desde el 1º de agosto de 2007, mediante contrato a término indefinido, figurando al frente de la Secretaría de Educación Privada del Sindicato Nacional de Trabajadores de las Instituciones de Educación, de conformidad con el comunicado de aceptación de afiliación recibido el 27 de marzo de 2015.
Expone que el Consejo Superior de la UNISARC, en reunión del 15 de julio de 2010, le otorgó al demandado comisión de estudios, consistente en el pago de la matrícula para adelantar una maestría en Gestión y Desarrollo de Proyectos Software en la Universidad Autónoma de Manizales, con duración de dos años a partir del 16 de julio de 2010, y por valor de $15.241.416.
Aduce que, en razón a que mediante correo electrónico del 25 de mayo de 2015 el demandado le informó a su clienta que adeudaba por concepto de matrícula a la Universidad Autónoma de Manizales la suma de $5.147.340, aquella realizó las respectivas averiguaciones que arrojaron lo siguiente:
i) La Directora de la División Financiera y la Tesorera de UNISARC informaron que pagaron a la institución educativa donde se cursaba la maestría $13.960.978;
ii) La Coordinadora de Cartera de la Universidad Autónoma manifestó que el valor real de la matricula fue de $10.424.000, en razón a que el demandando era egresado de esa misma universidad y solicitó la homologación de su especialización, situación que UNISARC desconocía;

iii)  El Vicerrector Administrativo y Financiero de la Universidad Autónoma de Manizales, a través de documento del 14 de julio de 2015, comunicó que el 21 de diciembre de 2010 generó el recibo de pago No. 0000123349, por valor de $10.424.000, al ser una matrícula de egresado; 

iv)  Igualmente, el aludido vicerrector informó que el estudiante firmó pagaré el 3 de enero de 2011 por la suma de $6.613.646, y que se le facturó un módulo adicional a la matrícula de $973.950, más $2.188.980 por no haber presentado el proyecto de grado dentro del término establecido; 

v) El mismo funcionario mencionó en el documento otros cobros y pagos que ha estado cubriendo UNISARC dentro de los abonos hechos por matrícula, aclarando que los módulos que reprobó el estudiante debían ser nuevamente pagados, y que por no haber terminado su proceso de investigación, dentro de los 6 meses de gracia siguientes a la fecha en que terminó el calendario académico, debía cancelar el 12% del valor de la matrícula por cada periodo adicional de 6 meses.
Señala que en razón a la homologación de la matrícula a que se hizo alusión, UNISARC sufrió un detrimento al pagar $3.162.930 que fueron destinados a cubrir conceptos diferentes a los autorizados en el contrato de comisión de estudios No. 1.310.15.323.2010 del 15 de julio de 2010, el cual, además, fue incumplido por el actor al no hacer entrega del diploma de grado en la División de Personal y Desarrollo de Talento Humano dentro del término que contaba para hacerlo.
Indica que con ocasión a los hechos referidos inició investigación disciplinaria al docente demandado el 9 de junio de 2015, de acuerdo al Reglamento Interno de Trabajo, notificándosele la apertura del proceso y citándolo a diligencia de descargos, misma que se llevó a cabo el 18 de junio de 2015 en presencia de un representante del Sindicato SINTIES, dos trabajadores afiliados a la organización sindical y una testigo, y en la que el investigado manifestó lo siguiente: i) que sólo hasta mayo de 2015 tuvo conocimiento sobre el descuento de la matrícula con ocasión de la homologación solicitada por el director de la maestría; ii) que no entendió los recibos de pago generados; iii) que una de las asignaturas que no aprobó fue porque el 28 de noviembre de 2010 sufrió un accidente que lo incapacitó por 30 días y, iv) frente al incumplimiento del contrato, adujo que no tuvo claras sus obligaciones porque no le estregaron copia del contrato de trabajo ni del suscrito para la comisión de estudios, pues lo leyó y firmó en el 2010 pero de forma rápida.
Finalmente expresa la demandante que el 3 de agosto de 2015 el Comité Disciplinario presentó informe a la Rectoría de la UNISARC, indicando que confirmaron los hechos que configuran la falta de no respetar las obligaciones consagradas en el Código Sustantivo del Trabajo, en cuanto a comunicar oportunamente al patrono las observaciones que estimara conducentes para evitarle daños y perjuicios, y por faltar a la obligación de ejecutar el contrato de buena fe y con obediencia y fidelidad al empleador, lo cual se califica como falta grave según el reglamento interno del trabajo de UNISARC.
II. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA
En el trámite de la audiencia especial prevista en el artículo 114 del C.P.T. y de la S.S, el apoderado judicial del trabajador demandado –quien es igualmente el togado del sindicato nacional de trabajadores de las instituciones de educación-, dio contestación a la demanda y no se opuso al grueso de los aspectos fácticos narrados en ella. Manifestó que, en efecto, el señor Wilmar Fernando Alzate Correa suscribió contrato de comisión de estudios con la demandante en julio de 2010, el cual se rige por las normas civiles y es independiente del contrato de trabajo, razón por la cual, de buena fe, informó su estado financiero el 25 de mayo de 2015 por medio del correo electrónico al que hace alusión la entidad accionante.
Agregó que los valores referidos en la demanda corresponden al cruce de comunicaciones entre la UNISARC y la Universidad Autónoma de Manizales, frente a las cuales su injerencia es de mensajería, por cuanto no puede incidir en el pago o devolución de dineros entre una y otra, ni mucho menos manejar cuantía alguna. Igualmente, aclara que en el contrato de comisión de estudios no se expresa claramente cuáles servicios se autorizan y cuáles no; pese a que es a ese contrato al que se hace referencia por su supuesto incumpliendo.
Aduce que es clara la persecución sindical del que es víctima su prohijado, por cuanto se pretende hacer eco del incumplimiento del contrato civil de comisión de estudios para hacer apertura de la investigación disciplinaria que es propia del contrato de trabajo, la cual se llevó a cabo violando el debido proceso, pues fue sometido a un interrogatorio en la diligencias de descargos cuando en esa ocasión debían infórmale el motivo de la investigación y las pruebas que la sustentan, para que pudiera controvertirlas y, por último, arguye que la demandante confunde el término sanción con el de despido, pues aplicó el proceso de la sanción disciplinaria para determinar el motivo del despido, cuando éste no es una sanción.
Seguidamente se opuso a la totalidad de las pretensiones y propuso como excepción previa la falta de competencia -por cuanto el presunto incumplimiento se originó en el contrato civil de comisión de estudios-, misma que despachó desfavorablemente el juez de primera instancia. Como perentorias propuso las que denominó “clase de contrato”, “debido proceso administrativo”, “inexistencia de falta cometida en desarrollo del contrato de trabajo” “prescripción”, “compensación” e “innominada”.  
III. SENTENCIA DE PRIMER GRADO
El Juez de conocimiento declaró la prescripción de la acción de levantamiento de fuero sindical y por tanto negó la autorización para despedir al trabajador aforado Wilmar Fernando Álzate Correa, condenando en costas a la entidad demandante.
En sustento de su decisión, argumentó que al no haberse establecido en el reglamento interno del trabajo de UNISARC un procedimiento disciplinario para despedir a un trabajador cuando sus faltas se enmarcan en una justa causa para dar por terminado el contrato, era necesario contabilizar el término de prescripción a partir de la fecha en la que el empleador tuvo conocimiento de los hechos que fundamentan la causal invocada; conocimiento que en el particular se tuvo el 27 de mayo de 2015, cuando la Universidad Autónoma de Manizales comunicó a la demandante lo relacionado con la homologación de los créditos y la consecuente reducción del valor de la matrícula del accionado; por lo que al presentarse la demanda en septiembre de 2015 había expirado el término oportuno para iniciar la acción, aun incluso si se tuviera en cuenta para contabilizarlo la fecha en que se le comunicó al trabajador la situación aquí debatida, 1º de junio de 2015, ya que los dos meses finalizaron el 1º de agosto del mismo año.
Concluyó que aunque se alegara que el proceso disciplinario era de obligatorio cumplimiento por la demandante para generar la consecuencia de la causal justa de terminación del contrato, debía desarrollarlo dentro del término de dos meses a partir que tuvo conocimiento de los hechos, a efectos de evitar que prescribiera la acción, como en efecto ocurrió.
IV. RECURSO DE APELACIÓN
El apoderado judicial de la empresa demandante manifestó su inconformidad aduciendo que el artículo 118A del Código Procesal Laboral establece que el término de prescripción se puede contabilizar a partir de la culminación del procedimiento disciplinario, y que el despacho de origen no tuvo en cuenta que el procedimiento efectuado por la entidad para determinar si en efecto el trabajador incurrió en una causal de terminación del contrato finalizó el 1º de agosto de 2015, por lo que al presentar la demanda el 7 de septiembre del mismo año, se encontraba dentro del término legal.
V. CONSIDERACIONES

5.1. Problema jurídico
¿Fue presentada la demanda dentro del término oportuno, a efectos de que no operara el fenómeno de la prescripción? En caso afirmativo, ¿incurrió el trabajador aforado en una justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo?
5.2. Prescripción de la acción de levantamiento de fuero sindical
A efectos de examinar la viabilidad del medio exceptivo conviene revisar, en lo que  interesa al asunto, el contenido del artículo 118A del C.P.L. y de la s.s., el cual señala que la acción de levantamiento de fuero sindical prescribe para el empleador en dos (2) meses contados desde la fecha en que se tuvo conocimiento del hecho invocado como justa causa para el despido, o desde que se haya agotado el procedimiento convencional o reglamentario correspondiente. 

Sabemos, por lo aceptado por las partes y las apruebas allegadas al proceso, que los hechos que anteceden a la presente acción se desarrollaron de la siguiente manera:

i)   El señor Wilmar Fernando Álzate Correa el 25 de mayo de 2015 dirigió un correo electrónico a la Vicerrectoría Administrativa de UNISARC, informando su estado financiero en la Universidad Autónoma de Manizales, donde cursaba su maestría con ocasión a la comisión de estudios que le fue concedida (f. 45).

ii)   A raíz de dicho comunicado la entidad demandante solicitó la información pertinente a su División Financiera y a la Tesorería, dependencias que el 27 de mayo de 2015 le respondieron remitiéndole tanto el detalle de pagos realizados a la Universidad Autónoma de Manizales como lo expresado por la Coordinadora de Cartera de esta última, de donde se desprenden las inconsistencias económicas que alega UNISARC son el motivo del presente proceso (fl. 47).

iii)   El 29 de mayo de 2015 el Departamento de Cartera de la Universidad Autónoma de Manizales certificó los valores generados al señor Wilmar Fernando Alzate y los diferentes pagos realizados por la empleadora (fl. 135).

iv)   El 1º de Junio de 2015 la Vicerrectora Administrativa de UNISARC respondió al señor Álzate Correa el correo electrónico del 25 de mayo de 2015, relacionando detalladamente los pagos realizados por la institución y su apreciación del comportamiento con relación a la comisión de estudios (fl. 131).

v)   El 5 de junio de 2015 el Decano de la Facultad de Ciencias y Tecnologías de Información y Comunicación, jefe inmediato del demandado, y la Rectora y Representante legal de UNISARC, solicitaron al Secretario General de la entidad iniciar la investigación pertinente para efectos de comprobar la ocurrencia de la falta, según el procedimiento del Reglamento Interno del Trabajo para el personal vinculado a esa institución educativa (fl. 130).
vi)   El 9 de junio de 2015 la Secretaría General de UNISARC dio apertura al proceso de investigación disciplinario en contra Wilmar Fernando Álzate Correa, con el fin de determinar la existencia de las posibles faltas en que pudo incurrir el docente (fl. 55).

vii) La diligencia de descargos se llevó a cabo el 18 de junio de 2015, por solicitud del trabajador, misma en la que manifestó su versión de los hechos investigados (fl. 59 a 61).
viii) El 14 de julio de 2015 el Vicerrector Administrativo y Financiero de la Universidad Autónoma de Manizales, en respuesta a la solicitud de información del 23 de junio de 2015, refiere el historial financiero y académico del señor Wilmar Fernando Álzate Correa en desarrollo de su maestría (fl. 48 y s.s.). 
ix) El 3 de agosto de 2015 el Comité Disciplinario rindió el informe sobre el proceso de investigación disciplinaria en contra del demandado, en el que concluyó la configuración de las causales graves imputadas al trabajador, con base en las pruebas recolectadas durante el trámite disciplinario (fl. 62 y s.s.).
En ese orden de ideas, encuentra la Sala que si bien la entidad demandante tuvo el primer indicio del comportamiento del trabajador el 27 de mayo de 2015, con ocasión de la comunicación de su área financiera y lo expresado por la Coordinación de Cartera de la Universidad Autónoma de Manizales, no tuvo un conocimiento concreto y objetivo de la ocurrencia de los hechos hasta que culminó el proceso disciplinario de comprobación de la presunta falta; trámite en el que no sólo recopiló las pruebas documentales pertinentes, sino que le dio la oportunidad al trabajador de que ejerciera su derecho de defensa y adujera las razones que fundamentaron su actuar, evitando así iniciar el respectivo proceso de levantamiento de fuero sindical de manera infundada.

En consecuencia, habida cuenta de que el trámite reglamentario previsto en el artículo 55 del Reglamento Interno de Trabajo de UNISARC finalizó el 3 de agosto de 2015, fecha en que se presentó el informe resultado de la investigación al trabajador, con la conclusión de la efectiva ocurrencia de los hechos, y que la demanda de levantamiento de fuero se presentó el 7 de septiembre del mismo año, se concluye que la acción no prescribió.
Resuelto el primer problema jurídico planteado, queda abierta la posibilidad para que la Sala analice la ocurrencia de la justa causa para autorizar el levantamiento del fuero sindical terminar el contrato de trabajo que une a la demandante UNISARC con Wilmar Fernando Álzate Correa.
5.3. De la justa causa del despido en el caso concreto
Esta Corporación desde la sentencia del 13 de octubre de 2015, proferida dentro del proceso radicado con el número 2015-00420, con ponencia de quien aquí cumple igual encargo, viene sosteniendo que dado el carácter abierto de las normas que establecen las justas causas para dar por terminado el contrato de trabajo, es complicado que un enunciado imperativo de carácter legal, convencional o reglamentario señale, a modo de ejemplo, que es grave que el trabajador gestione ante la empresa un auxilio, beneficio o prerrogativa de tipo económico con una destinación específica y que la deje de usar para tal fin específico o que, de manera inconsulta, le dé un uso distinto al de su prefijada destinación. 
En cambio sí, encontramos que la ley positiva, específicamente el artículo 55 del C.S.T. ordena como obligación general y común que las partes de la relación laboral ejecuten el contrato atendiendo al principio de buena fe y, además, condena el comportamiento desleal, el engaño y los actos inmorales, al punto que dichas maneras de actuar son expresamente prohibidas en los numerales 4° y 5° del artículo 58 del C.P.T. y de la S.S., que señalan como obligación especial del trabajador: “guardar rigurosamente la moral en las relaciones con sus superiores y compañeros de trabajo”, y establece la obligación de que el trabajador comunique oportunamente al empleador las obligaciones que estime conducentes a evitarle daños y perjuicios. Y no sólo eso, el numeral 5° del artículo 62 ídem, señala como causal de terminación del contrato por justa causa, “todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de trabajo o en desempeño de sus funciones”. 

En sede de examen constitucional, la Corte Constitucional ha tenido oportunidad de pronunciarse acerca de la constitucionalidad del término “inmoral” contenido en la predicha norma, y al respecto ha indicado que “La facultad de terminar el contrato de trabajo por justa causa con base en el acto `inmoral` debe enmarcarse en lo dispuesto en la ley. Para el caso, deben aplicarse criterios como los señalados en la jurisprudencia ya citada sobre la aplicación de conceptos indeterminados, en el sentido de que: 

(i) Dicho concepto debe entenderse como moral social y debe producir una desaprobación objetiva de acuerdo con los parámetros axiológicos aceptados por la sociedad, lo que excluye un reproche subjetivo crítico o intolerante; y
(ii)  la realización del acto considerado `inmoral` debe darse en el lugar de trabajo o en ejecución de las labores, y afectar el normal desarrollo de las funciones de la empresa. Es decir, dicho acto debe trascender la esfera privada y del interés particular a un ámbito laboral, por afectar derechos de terceros, y la convivencia digna y respetuosa que debe guiar las relaciones de trabajo, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución y la ley.”  

Pues bien, para esta Sala resulta reprochable que el trabajador que fue beneficiado con la comisión de estudios para cursar una Maestría en la Universidad Autónoma de Manizales, con la cobertura por parte de su empleadora del valor de la matrícula, no hubiera comunicado a su benefactora la reducción en el valor de la misma, así como la repetición de un módulo que implicó un pago extra ajeno a la matrícula inicial, y los diferentes valores que se vio obligado a sumar a la deuda por su tardanza en el trabajo de grado, requisito para la obtención del título de Magister.

No tiene acogida, por ende, lo manifestado por el vocero judicial del demandado, ni lo expuesto por éste último en la diligencia de descargos, cuando aducen que los valores cancelados por la demandante se encuentran en las arcas de la Universidad Autónoma de Manizales y, por lo tanto, de querer recobrarlas la demandante debe requerir a dicho claustro educativo, pues lo grave aquí es que desde noviembre de 2011 fue generado el recibo por el módulo perdido y a partir de mayo de 2013 se empezaron a generar las facturas adicionales por el trabajo de grado, sin que el trabajador informara a sus superiores -por lo menos no existe prueba de ello- que por su inasistencia a clases tenía que repetir un módulo y que por aplazar la entrega del trabajo de grado se generarían unas sumas extras a la matrícula, respecto de la cual, tampoco informó que se había reducido el valor con ocasión de la homologación de la especialización; sin que ninguna de esas actuaciones y omisiones encuentre justificación o pierda trascendencia por el hecho de que manifieste que está dispuesto a asumir el excedente que no quiera pagar la UNISARC, o que no conocía del descuento a la matrícula inicial. 
Señaló el demandado en la diligencia de descargos, y lo volvió a repetir en el interrogatorio de parte, que conoció todos los recibos y facturas pero que no los entendió, por lo que simplemente los trasladaba de una institución a otra; asimismo, refirió que siempre tuvo presente los $15.241.416 que aprobó UNISARC, por lo que no creía que tendría que pagar montos adicionales, aunque aclara que los cobros por el trabajo de grado también eran de matrícula y, que nunca tuvo claro sus obligaciones por la comisión de estudios, aunque también leyó el contrato al firmarlo.
Esta manera de actuar no solo es reprobable desde un punto de vista axiológico, sino que también es violatoria del reglamento de trabajo y de las normas laborales reseñadas con anterioridad, mismas que le imponían al prestador del servicio la obligación ineludible de informar a su empleador, entre otras cosas, lo siguiente: i) que solicitó la homologación de ciertas asignaturas; ii) que perdió un módulo, por lo que debía pagarlo nuevamente y, iii) que el tiempo de más que tomara para finiquitar su trabajo de grado generaría un interés no contemplado en el valor inicial de la matrícula.
Con todo, no hay razones para poner en duda el dicho de la declarante Isabel Cristina Muñoz Álzate, quien como Directora financiera de la demandante confirmó con su conocimiento directo los hechos narrados, indicando que UNISARC se limitaba a pagar las facturas allegadas por el trabajador, y al tener como referencia la suma que inicialmente conocieron como el valor de la maestría ($15.241.416), no desconfiaron de los pagos que aún no habían alcanzado el monto total aprobado, máxime cuando desde el principio de la comisión el demandado se retrasaba para allegar los documentos, circunstancias que atribuyeron a desorganización de la Universidad Autónoma de Manizales. De esta forma, también se configura el incumplimiento de una de las obligaciones especiales del trabajar, cual es la de comunicar oportunamente al patrono las observaciones que estime conducentes a evitarle daños y perjuicios (numeral 5 del artículo 58 C.S.T.).
Aunado a lo anterior, el jefe directo del señor Álzate Correa, Serafín Betancourt Gallego, aseguró en su testimonio que desde el inicio de la maestría facilitó el tiempo requerido al demandado para que cumpliera sus obligaciones académicas, y que si bien siguió concediendo espacios laborales al demandado, fue porque aquel le manifestó que seguía adelantando su trabajo de grado, pero sin hacer referencia a los gastos adicionales que se generaron por la tardanza en la entrega del mismo.   

Por su parte, los testigos que acudieron al llamado del demandado no aportan nada a la probanza de los hechos aquí expuestos, pues manifestaron abiertamente tener conocimiento de los mismos pero porque el demandado se los contó en su momento, y no por haber presenciado lo ocurrido.
En suma de todo lo dicho, se encuentran justificadas razones para autorizar el levantamiento del fuero sindical al trabajador Wilmar Fernando Álzate; en ese orden de ideas, deberá revocarse la decisión de primer grado. 
Las costas en ambas instancias correrán a cargo del señor Wilmar Fernando Álzate Correa. Liquídense por la Secretaría del Juzgado de origen, de conformidad con el artículo 366 del Código General del Proceso.

En mérito de  lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Risaralda), Sala de Decisión Laboral No. 1, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:


PRIMERO.- REVOCAR la sentencia de primer grado en todas sus partes.

SEGUNDO: AUTORIZAR a la Corporación Universitaria Santa Rosa de Cabal “UNISARC”empresa demandante el despido del trabajador demandado, Wilmar Fernando Álzate Correa.
TERCERO: Las costas en ambas instancias correrán a cargo del señor Wilmar Fernando Álzate Correa. Liquídense por la Secretaría del Juzgado de origen, de conformidad con el artículo 366 del Código General del Proceso.

Cópiese, notifíquese, cúmplase y devuélvase el expediente al Juzgado de origen.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.


La Magistrada,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


Los Magistrados,             

JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ                     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
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